
Santiago, veintidós de julio de dos mil veinticinco.

Vistos y oídos los intervinientes:

En  la  causa  RIT  132-2024,  RUC  2300909601-9,  seguida  ante  el 

Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, el treinta de enero del 

año en curso se dictó sentencia definitiva que, en lo pertinente al recurso, 

resolvió lo siguiente:

Se absuelve a Eloy Rafael Varas Sáez del delito de conducción con 

placa patente correspondiente a otro vehículo motorizado cometido el 9 de 

marzo de 2020;  a  Luis Eduardo Ahumada Muñoz del  delito  de robo con 

violencia e intimidación en las personas cometido el 9 de marzo de 2020 en la 

comuna de Pudahuel; a Héctor Joel Saldías Troncoso de ser encubridor del 

delito de robo con violencia e intimidación cometido el 9 de marzo de 2020 en 

la comuna de Pudahuel y receptación de especies cometido el 14 de agosto 

de 2020 en la comuna de Vitacura; y, a  Katherine Paola del Carmen Pino 

Fuentes del delito de receptación de vehículo motorizado cometido el 21 de 

agosto de 2023 en la comuna de Maule.

Se condena a las siguientes personas por los delitos  y penas que se 

indican: 

1) Eloy Rafael Varas Sáez, a dieciséis (16) años de presidio mayor 

en su grado máximo y accesorias legales, como autor de robo con violencia e 

intimidación, receptación de vehículos motorizados,  receptación de placas 

patentes y daños.

2) Danilo Orlando Leyton Palma,  a diecisiete (17) años de presidio 

mayor en su grado máximo y accesorias legales,  como autor de robo con 

violencia e intimidación, receptación de vehículos motorizados, receptación 

de placas patentes y daños.

3) Ariel Camilo García Garrido, a veinte (20) años de presidio mayor 

en su grado máximo y accesorias legales, como autor de robo con violencia e 

intimidación, receptación de vehículos motorizados,  receptación de placas 

patentes y daños, más tenencia ilegal de armas y municiones.

4) Pedro Joel Saldías Lecaros a diecisiete (17) años de  presidio 

mayor en su grado máximo y accesorias legales,  como autor de robo con 

violencia e intimidación, receptación de vehículos motorizados, receptación 

de placas patentes y daños, tenencia ilegal de arma de fuego convencional.
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5) Eliazar Esteban Parra Santibáñez a veinte (20) años de presidio 

mayor en su grado máximo y accesorias legales,  como autor de robo con 

violencia e intimidación, receptación de vehículos motorizados, receptación 

de  placas patentes y  daños, maltrato  a  miembros  de  la  PDI,  soborno y 

falsificación de instrumentos públicos.

6) Katherine Paola del  Carmen Pino Fuentes a  dos (2) años de 

presidio menor en su grado medio y suspensión de cargo u oficio  público 

durante el tiempo de la condena, como encubridora del delito de robo con 

violencia e intimidación.

Contra dicha sentencia se interpusieron siete recursos de nulidad, 

correspondientes a las defensas de los sentenciados Pedro Saldías Lecaros, 

Danilo Leyton Palma, Eloy Varas Sáez, Katherine Pino Fuentes, Ariel García 

Garrido, Eliazar Parra Santibáñez y del  querellante particular Brinks Chile 

SpA. 

Se procedió a la vista de los recursos los días 1 y 2 de julio pasado, 

ocasión en que alegaron los intervinientes, fijándose la audiencia de hoy para 

la comunicación de la sentencia.

Considerando:

I. De los recursos interpuestos y sus fundamentos.

1°) Del recurso de Pedro Joel Saldías Lecaros. La defensa invoca 

como única causal la del artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal, esto 

es, “cuando en el pronunciamiento de la sentencia se hubiere hecho una 

errónea aplicación del derecho que hubiere influido sustancialmente en lo  

dispositivo del fallo”, en relación con lo dispuesto en los artículos 432 y 449 

bis  del Código Penal, que regulan, respectivamente, el delito de robo con 

violencia e intimidación, y la agravante especial por actuación en el marco de 

una  organización  o  agrupación  destinada  a  cometer  delitos  contra  la 

propiedad.

Alega la defensa que no se acreditaron los requisitos legales para 

aplicar  dicha agravante,  toda vez  que no se  probó la  existencia  de  una 

organización estructurada,  estable o  permanente,  ni  que su representado 

hubiese ingresado de forma consciente y voluntaria a una entidad de tales 

características. Sostiene que la participación atribuida fue puntual, motivada 

por una solicitud de terceras personas y sin conocimiento previo del plan 

delictivo general.
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Asimismo, argumenta que la sentencia incurre en un error de derecho 

al atribuirle responsabilidad por todos los delitos por los que fue condenado, 

en particular por los de receptación de vehículos motorizados, receptación de 

placas patentes y daños, sin que se haya justificado de manera clara su 

participación en ellos. A esto se suma la omisión del tribunal de pronunciarse 

sobre los alegatos formulados por la defensa en la audiencia de clausura, lo 

que afecta el deber de motivación del fallo y vulnera el derecho a un control 

recursivo efectivo.

Solicita que se acoja el recurso de nulidad, se anule parcialmente la 

sentencia en cuanto a la pena impuesta, y se dicte sentencia de reemplazo 

que condene a su representado únicamente por los delitos de receptación de 

placas  patentes  y  tenencia  ilegal  de  arma  de  fuego  convencional, 

imponiéndole las penas de 61 días de presidio menor en su grado mínimo y 3 

años y un día de presidio menor en su grado máximo, respectivamente.

2°)  Del  recurso  de  Danilo  Orlando  Leyton  Palma.  La  defensa 

interpone recurso de nulidad fundado en las causales previstas en el artículo 

374 letra e), y en el artículo 373 letra b), ambos del Código Procesal Penal.

Respecto  de  la  primera  causal,  sostiene  que  la  sentencia  se 

pronuncia con omisión de los requisitos previstos en las letras c) y d) del 

artículo  342 del  código procesal,  particularmente en  la  exigencia de  una 

exposición clara, lógica y completa de los hechos y de la valoración de la 

prueba, así como la fundamentación de las decisiones contenidas en el fallo. 

Denuncia una vulneración de las reglas de la lógica contenidas en el artículo 

297 del código procesal, al rechazar sin causa suficiente la aplicación de la 

circunstancia atenuante de colaboración sustancial al esclarecimiento de los 

hechos, prevista en el artículo 11 Nº 9 del Código Penal. 

La defensa alega que el fallo desconoce sin causa suficiente el valor 

sustancial de la declaración prestada por su representado, pese a que ésta 

habría contribuido de manera relevante a la comprensión del caso y  facilitado 

la labor persecutoria. Añade que su confesión fue espontánea, coherente y 

detallada, y  que permitió clarificar tanto los hechos investigados como su 

propia participación. No obstante, el tribunal la desestima argumentando que 

s  representado  ya  había  sido  individualizado  mediante  registros 

audiovisuales, y que su relato no aportó información novedosa.
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Asimismo, se acusa infracción al principio de no contradicción, por 

cuanto  a  otros  coimputados  —cuyas  declaraciones  son  igualmente 

acomodaticias y cuyos aportes probatorios no difieren sustancialmente— sí 

se  les  reconoció  la  misma  circunstancia  atenuante,  sin  que  existan 

fundamentos que justifiquen una distinción. Según la defensa, ello contradice 

el principio de razón suficiente y priva a su representado del beneficio de una 

rebaja legalmente procedente de la pena.

En cuanto a la segunda causal, se denuncia errónea aplicación del 

derecho, específicamente en relación con el artículo 351 del Código Procesal 

Penal. Se cuestiona que el tribunal haya impuesto una pena única de 17 años 

de  presidio  mayor  en  su  grado  máximo,  sin  considerar  la  circunstancia 

atenuante previamente discutida y aplicando un incremento de dos grados 

respecto  de  la  pena  base  del  delito  más  grave,  sin  expresar  una 

fundamentación que lo justifique.

A juicio de la defensa, tal decisión infringe el principio in dubio pro reo 

y desconoce el deber del tribunal de optar por la pena más favorable dentro 

del marco legal aplicable. De haberse reconocido la colaboración sustancial, 

la  pena —según lo argumentado— podría haberse situado en el  presidio 

menor en su grado medio, con un incremento de un grado, resultando en una 

condena de 12 años.

3º) Del recurso de Eloy Rafael Varas Sáez. El recurso se funda en la 

causal del artículo  374 letra b) del Código Procesal Penal, esto es, en la 

existencia  de  una  errónea  aplicación  del  derecho  que  hubiere  influido 

sustancialmente en lo resolutivo del fallo. En específico, la defensa impugna 

la  condena impuesta  a  su  representado por  el  delito  de  receptación  del 

vehículo marca Hyundai H1, en contravención de lo dispuesto en los artículos 

15 números 1 y 3, y 456 bis A del Código Penal.

Sostiene que no se acreditó la tenencia del vehículo ni la realización 

de actos que permitan establecer su intervención directa o mediata en la 

conducta típica. A juicio de la defensa, la sentencia carece de fundamentos 

que  justifiquen  la  atribución  de  responsabilidad  penal  por  el  delito  de 

receptación, en tanto no se constató dominio material ni conocimiento de la 

procedencia ilícita del bien.

En segundo lugar, se solicita la recalificación jurídica del delito de 

receptación del vehículo Ford F-150 al tipo penal de hurto simple previsto en 
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el  artículo 446 N° 1 del  Código Penal.  Se argumenta que no se empleó 

violencia sobre las personas ni fuerza en las cosas, y que la sustracción del 

vehículo se habría verificado en circunstancias que configuran un hurto sin 

agravantes, tratándose de una especie cuyo valor sería inferior a 400 UTM.

En tercer  término,  se impugna la  condena por  receptación de las 

placas  patentes  HZDV30,  solicitándose  la  absolución  en  virtud  de  la 

existencia  de  un  concurso  aparente  con  hechos  de  mayor  gravedad. 

Subsidiariamente, se postula su recalificación como hurto falta, conforme al 

artículo 494 bis del Código Penal, atendida la escasa entidad económica de 

las especies.

En cuarto lugar, se solicita la absolución por el delito de receptación 

de  la  placa  patente  KKWC14,  reiterando  los  fundamentos  ya  expuestos 

respecto del vehículo Hyundai, esto es, la inexistencia de tenencia o actos 

atribuibles  al  acusado que  permitan  establecer  su  participación  en  dicha 

conducta típica.

En quinto término, se cuestiona la condena por dos delitos de daños. 

En relación con el vehículo Hyundai, se solicita la absolución por falta de 

participación directa o indirecta en los hechos. Respecto del Ford F-150, se 

alega que los daños habrían sido causados por otra persona partícipe, con el 

fin  de  facilitar  el  encubrimiento  del  delito  principal,  lo  que  justificaría  la 

aplicación del principio establecido en el artículo 63 del Código Penal. En 

subsidio, se solicita que la conducta sea sancionada con la pena de multa 

contemplada en el artículo 487 del mismo cuerpo legal.

En sexto lugar, se impugna la aplicación de la agravante del artículo 

449 bis del Código Penal, por estimarse que no concurren los presupuestos 

legales  que  exige  la  norma.  Se  alega  que  no  existía  una  organización 

delictual estructurada ni permanente, y que la participación de Eloy Varas fue 

esporádica y sin vínculos previos con los demás condenados, lo que además 

se contrastaría con la decisión adoptada en sentencias respecto de otros 

partícipes, a quienes no se les aplicó dicha agravante.

Finalmente,  se  reprocha  la  omisión  de  considerar  la  cooperación 

eficaz prevista en el artículo 228 bis A septies del Código Procesal Penal, 

fundada en la colaboración sustancial prestada por el recurrente durante la 

investigación, la cual habría permitido la individualización y posterior condena 

de personas con participación relevante en los hechos investigados.
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En mérito de lo anterior, se solicita que se acoja el recurso, se anule 

la sentencia y se dicte una de reemplazo que absuelva a Eloy Rafael Varas 

Sáez de los delitos de receptación del vehículo Hyundai, de receptación de 

las placas patentes HZDV30 y KKWC14, y de los dos delitos de daños; que 

se recalifique el delito de receptación del Ford F-150 como hurto simple; que 

se excluya la  agravante del  artículo 449 bis  del  Código Penal;  y  que se 

reconozca la cooperación eficaz prestada, con el objeto de imponer una pena 

reducida respecto del delito de robo con violencia e intimidación.

4º) Del recurso de Katherine Paola del Carmen Pino Fuentes. La 

defensa  funda  su  recurso,  como causal  principal,  en  lo  dispuesto  en  el 

artículo 374 letra e) del Código Procesal Penal, esto es, la dictación de una 

sentencia que omite los requisitos exigidos en la letra c) del artículo 342 del 

mismo cuerpo legal, relativos a una exposición clara, lógica y completa de los 

hechos y de la valoración de la prueba. En forma subsidiaria, invoca la causal 

del  artículo  373 letra b),  por errónea aplicación del  derecho que hubiere 

influido sustancialmente en lo resolutivo del fallo.

Respecto de la primera causal, se sostiene que la sentencia presenta 

una motivación insuficiente en lo  que refiere a  la condena impuesta a  la 

recurrente como encubridora del delito de robo con violencia e intimidación. 

En particular, se reprocha que el fallo consigne hechos de carácter genérico, 

sin describir con precisión las conductas atribuidas ni explicar por qué éstas 

configurarían actos de encubrimiento en los términos exigidos por el artículo 

17 del Código Penal.

Asimismo, se denuncia la omisión de análisis de la prueba rendida 

respecto  de  su  participación,  señalándose  que  el  tribunal  no  pondera 

adecuadamente su declaración prestada en juicio, ni otros antecedentes que 

—a juicio de la defensa— permitirían sostener su inocencia. Esta falta de 

fundamentación  vulneraría  el  deber  de  motivación  exigido  por  el 

ordenamiento  procesal  penal,  impediría  el  adecuado  control  del  fallo  y 

comprometería el derecho al debido proceso.

En cuanto a la causal subsidiaria, la defensa alega errónea aplicación 

del derecho por dos motivos distintos. 

En  primer  lugar,  impugna  la  aplicación  del  artículo  348 inciso 

segundo del Código Procesal Penal, en lo referido al cómputo del abono por 

la  medida cautelar de arresto domiciliario parcial  nocturno. Señala que el 
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tribunal procedió a calcular el abono sumando las horas cumplidas bajo dicha 

medida (8 horas diarias durante 352 días), y dividiendo el total por 24, lo que 

arrojó un total de 117 días de abono.

Sin embargo, la defensa sostiene que este método es incorrecto, ya 

que la norma en comento establece que debe considerarse como un día de 

abono toda fracción de privación de libertad igual o superior a 12 horas. Por 

lo tanto, las 2.816 horas cumplidas debieron dividirse por 12, lo que arrojaría 

235 días de abono por arresto parcial nocturno, los que, sumados al día de 

detención y a los 176 días de arresto domiciliario total, totalizan 412 días. 

Este error  de cómputo —que implica una reducción sustancial del  abono 

correspondiente— afecta  directamente el  cálculo  de  la  pena privativa  de 

libertad, influyendo en lo resolutivo del fallo.

En segundo término, se alega errónea aplicación del artículo  69 del 

Código Penal, en relación con la extensión del mal causado. A juicio de la 

defensa, esta disposición exige que cualquier incremento en el quantum de la 

pena fundado en dicha regla debe estar debidamente motivado, y sustentarse 

en la existencia de daños reales, extra típicos y debidamente acreditados en 

juicio.  No  basta,  en  consecuencia,  con  una  simple  alusión  a  hechos  ya 

comprendidos  en  el  tipo  penal,  ni  a  beneficios  económicos  vagamente 

definidos.

En el caso concreto, se reprocha que el tribunal no haya establecido 

consecuencias  adicionales  derivadas  de  la  conducta  atribuida  a  la 

encubridora, ni explicado de qué manera su actuar generó un perjuicio mayor 

al previsto en la figura penal base. Esta deficiencia, además de vulnerar el 

principio non bis in idem, afecta directamente la individualización de la pena 

impuesta.

En atención a ambos vicios —la incorrecta contabilización del abono y 

la indebida aplicación de la regla de extensión del mal causado—, se solicita 

que se acoja el recurso, se anule la sentencia y se dicte una de reemplazo 

que imponga una pena de 541 días de presidio menor en su grado medio, 

debidamente ajustada conforme a los abonos legalmente procedentes.

5º)  Del  recurso  de  Ariel  Camilo  García  Garrido. La  defensa 

interpone  recurso  de  nulidad  fundado,  en  primer  término,  en  la  causal 

establecida en el artículo 374 letra e) del Código Procesal Penal, referida a la 

omisión de los requisitos exigidos por el artículo 342 del mismo cuerpo legal, 
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particularmente su letra c),  que impone el deber de una exposición clara, 

lógica y completa de los hechos y de la valoración de la prueba. En forma 

subsidiaria, se invoca la causal del artículo  373 letra b),  esto es, errónea 

aplicación del derecho que hubiere influido sustancialmente en lo resolutivo 

del fallo, en relación con el artículo 449 bis del Código Penal.

Respecto de la causal principal, se alega que la sentencia carece de 

fundamentación racional suficiente en lo relativo a la condena por los delitos 

de receptación de placas patentes únicas y de daños. Se sostiene que el fallo 

no cumple con el estándar de motivación exigido, en tanto no expone de 

manera clara, lógica y completa los hechos considerados probados ni evalúa 

la  prueba  conforme  a  los  principios  de  la  lógica  y  las  máximas  de  la 

experiencia.

En  relación  con  el  delito  de  receptación  de  placas  patentes,  se 

reprocha que el  tribunal presume el  conocimiento del  origen ilícito de las 

especies únicamente a partir de su uso en la comisión del delito, sin ofrecer 

antecedentes objetivos que sustenten dicha inferencia. A juicio de la defensa, 

esta conclusión vulnera el principio de razón suficiente, al fundarse en una 

presunción sin apoyo probatorio directo.

En cuanto al delito de daños, se objeta que la sentencia no identifica 

conducta alguna atribuible específicamente al acusado, ni valora evidencia 

que permita vincularlo con la quema del vehículo involucrado. Esta omisión 

impide  reconstruir  el  razonamiento  que  llevó  a  la  condena  y  vulnera  el 

derecho del acusado a una decisión debidamente motivada.

En cuanto a la causal subsidiaria, la defensa impugna la aplicación de 

la agravante del  artículo  449 bis del  Código Penal, argumentando que la 

sentencia  no  acredita  los  elementos  estructurales  propios  de  una 

organización delictiva, tales como una jerarquía definida, permanencia en el 

tiempo  o  distribución  funcional  de  roles.  Añade  que  no  se  identifica  ni 

describe una participación concreta del  acusado en una estructura de tal 

naturaleza.

Asimismo, sostiene que ni el Ministerio Público ni la parte querellante 

solicitaron expresamente la aplicación de dicha agravante durante el juicio, lo 

que,  a  su juicio,  infringe el  principio de congruencia procesal,  al  haberse 

introducido un elemento agravante no contenido en la acusación formal ni en 

los alegatos de clausura.
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A juicio del recurrente, la calificación jurídica errónea habría incidido 

directamente en la determinación de una sanción penal más gravosa que la 

legalmente procedente, afectando el principio de legalidad y el derecho a una 

defensa efectiva.

Por ambas causales, se solicita la invalidación parcial de la sentencia 

en  lo  que  respecta  a  don  Ariel  Camilo  García  Garrido,  excluyéndose la 

condena por los delitos de receptación de placas patentes únicas y daños, así 

como la aplicación de la agravante del artículo 449 bis del Código Penal, y 

que se dicte una nueva sentencia por jueces no inhabilitados.

6º) Del recurso de Eliazar Esteban Parra Santibáñez. La defensa 

interpone recurso de nulidad fundado, como causal principal, en lo dispuesto 

en  el  artículo  374,  letra  e),  del  Código  Procesal  Penal,  por  omisión  del 

requisito exigido en el artículo 342, letra c), consistente en la exposición clara, 

lógica y completa de los hechos y de la valoración de la prueba, en relación 

con el artículo 297, inciso primero, del mismo cuerpo legal. En subsidio, se 

invoca  la  causal  del  artículo  374,  letra  f),  por  infracción  al  principio  de 

congruencia.

En cuanto al motivo principal de nulidad, se alega que la sentencia 

infringe el principio de razón suficiente, al fundar la participación del acusado 

en los hechos sin un respaldo probatorio suficiente y omitiendo analizar de 

manera  razonada  las  versiones  alternativas  contenidas  en  los  propios 

antecedentes  del  proceso.  En  particular,  se  sostiene  que  el  tribunal  no 

consideró adecuadamente las declaraciones de coimputados que excluyen 

expresamente al recurrente de los hechos investigados, ni explicó por qué 

desestimó esas versiones.

Respecto  de  la  prueba  de  cargo,  se  impugna  la  validez  de  la 

identificación  efectuada  a  partir  de  huellas  dactilares  levantadas  desde 

documentos  encontrados  en  el  interior  del  minibús  marca  Hyundai  H1, 

argumentando que dicha evidencia no permite concluir que el acusado haya 

estado  físicamente  presente  en  el  vehículo,  ni  menos  aún  que  haya 

participado en el robo. Asimismo, se cuestiona la fiabilidad de la declaración 

del testigo protegido N° 13, quien —si bien reconoció al imputado durante la 

investigación— señaló en juicio haberlo hecho bajo presión y manifestó no 

poder identificarlo con certeza. También se impugna el valor probatorio del 
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análisis biométrico de marcha, por no coincidir con las imágenes registradas 

en los videos captados el día del robo.

A juicio de la defensa, estas deficiencias en la valoración y exposición 

de  la  prueba,  junto  con  la  ausencia  de  una  fundamentación  suficiente 

respecto de la participación del acusado, constituyen un vicio sustancial que 

afecta la validez del fallo. Sostiene que, de haberse valorado correctamente 

los antecedentes incorporados al juicio oral, el tribunal debió haber dictado 

sentencia absolutoria.

En relación con la causal subsidiaria, esto es, la prevista en el artículo 

374 letra f), se alega infracción al principio de congruencia, en tanto el fallo 

condena al acusado por hechos diversos a los contenidos en la acusación 

fiscal. En particular, se reprocha que el tribunal reubique al imputado en un 

vehículo distinto al originalmente atribuido —desde el Ford F-150 al Hyundai 

H1— sin que exista prueba directa que justifique dicha modificación, ni que se 

haya puesto tal cambio en conocimiento de la defensa, impidiéndole preparar 

adecuadamente su estrategia. Esta alteración sustancial del  marco fáctico 

habría generado un resultado sorpresivo, vulnerando el derecho al debido 

proceso.

En mérito de ambas causales, se solicita la anulación de la sentencia 

y del juicio oral, ordenándose la realización de un nuevo juicio ante un tribunal 

no inhabilitado.

7º)  Del  recurso  del  querellante  Brinks  Chile  SpA.  Se  dedujo 

recurso  de  nulidad  parcial  únicamente  en  contra  de  aquella  parte  de  la 

sentencia  que  absolvió  respecto  de  los  acusados  Héctor  Joel  Saldías 

Troncoso y Luis Eduardo Ahumada Muñoz. El arbitrio se funda en la causal 

prevista en el artículo 374 letra e) del Código Procesal Penal, en relación con 

los artículos 342 letras b) y c) y 297 del mismo cuerpo legal, por haberse 

dictado la sentencia con omisión de requisitos esenciales exigidos por la ley.

En lo que respecta a Héctor Saldías Troncoso, se invoca además la 

causal del artículo 373 letra b) del citado código, por errónea aplicación del 

derecho.  Se  sostiene  que  el  tribunal  aplicó  indebidamente  la  excusa 

absolutoria contemplada en el artículo 17 Nº 1 del Código Penal, eximiéndolo 

de  responsabilidad  por  el  delito  de  receptación,  a  pesar  de  encontrarse 

suficientemente  acreditado  que  el  acusado  tuvo  en  su  poder,  con 

conocimiento  de  su  origen  ilícito,  una  suma  considerable  de  dinero 
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proveniente del robo con violencia ocurrido el 9 de marzo de 2020 en las 

bodegas de Aerosan. A juicio de la recurrente, dicha conducta encuadra de 

manera inequívoca en la figura penal autónoma de receptación prevista en el 

artículo 456 bis A del Código Penal, respecto de la cual no resulta procedente 

la  excusa  invocada,  vulnerándose con  ello  el  principio  de  legalidad y  el 

carácter restrictivo con que deben interpretarse las causas de exención de 

responsabilidad penal.

En  cuanto a  la  absolución de  Luis  Eduardo Ahumada Muñoz,  se 

denuncia  una  infracción  manifiesta  a  las  reglas  de  la  sana  crítica, 

particularmente al  principio de  razón suficiente,  por  haberse desestimado 

prueba de cargo relevante sin una justificación racional suficiente. En síntesis, 

se reprocha una valoración sesgada e incompleta de los medios probatorios, 

especialmente  de  los  testimonios  de  coimputados,  imágenes  del  robo, 

informes policiales y una carta manuscrita del sentenciado Eloy Varas Sáez 

(documento  N.º  85),  que  lo  vincularían  directamente  con  la  entrega  de 

información estratégica que habría facilitado la comisión del delito.

Solicita que se acoja el recurso, se anule la sentencia impugnada en 

la parte que absuelve a los referidos acusados y se ordene la realización de 

un nuevo juicio oral ante tribunal no inhabilitado.

II. Del análisis de los motivos de nulidad.

8º)  Que,  atendido  el  número  de  recursos  deducidos,  resulta 

metodológicamente adecuado agrupar su examen conforme a las causales 

invocadas  y,  dentro  de  cada  causal,  abordar  en  primer  término  los 

argumentos comunes y, luego, aquellos particulares de cada recurrente, con 

el objeto de evitar reiteraciones innecesarias y asegurar un pronunciamiento 

claro, ordenado y sistemático.

III. De la causal del artículo 374 e) del Código Procesal Penal.

9º)  De conformidad con el artículo 374 letra e) del Código Procesal 

Penal, procederá la nulidad de la sentencia cuando esta omita alguno de los 

requisitos establecidos en las letras c), d) o e) del artículo 342 del mismo 

cuerpo legal. En lo que aquí interesa, en la letra c) se exige que el fallo 

contenga una exposición clara, lógica y completa de los hechos que se han 

dado por probados, así como de la valoración de la prueba que respalda tales 

conclusiones. Esta obligación se articula con lo dispuesto en el artículo 297 

del mismo código que impone al tribunal el deber de razonar sus decisiones 
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probatorias conforme a las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia 

y  los  conocimientos  científicamente  afianzados,  además  de  identificar 

expresamente los medios de prueba que acreditan cada hecho.

Tal  como  lo  ha  sostenido  reiteradamente  la  jurisprudencia,  la 

justificación probatoria de una sentencia condenatoria no se agota en la mera 

enunciación de los hechos acreditados o de los medios utilizados, sino que 

requiere una reconstrucción argumentativa del razonamiento que lleva desde 

los datos probatorios a las conclusiones fácticas. Se trata de una exigencia 

de transparencia epistémica y racionalidad deliberativa, que permite a las 

partes, a los tribunales superiores y a la ciudadanía controlar las decisiones 

judiciales y verificar que no sean arbitrarias o dogmáticas.

En este sentido, la configuración de la causal de nulidad por falta de 

motivación no depende del simple desacuerdo con la valoración efectuada 

por el tribunal, sino de que el fallo no permita reconstruir adecuadamente el 

proceso inferencial seguido por los jueces, ya sea por omisión, oscuridad, 

contradicción o irracionalidad en la motivación. Solo cuando dicha deficiencia 

impide ejercer el derecho a recurrir o vulnera el debido proceso, se satisface 

el estándar del vicio esencial que exige la norma.

10º) De los reproches comunes formulados por las defensas. En 

la presente causa, los recursos de nulidad interpuestos por las defensas de 

Danilo Leyton Palma, Katherine Pino Fuentes, Ariel García Garrido y Eliazar 

Parra Santibáñez —todos ellos fundados en la causal prevista en el artículo 

374  letra  e)  del  Código  Procesal  Penal—  formulan,  en  lo  sustancial, 

reproches  coincidentes  respecto  de  la  supuesta  omisión  del  requisito 

establecido en el artículo 342 letra c) del mismo cuerpo legal.

En  términos  generales,  se  alega la  insuficiencia  de  la  motivación 

contenida en la sentencia en lo relativo a la participación de los acusados, al 

elemento  subjetivo  del  tipo  penal,  a  la  concurrencia  de  circunstancias 

modificatorias de responsabilidad penal y al análisis de los medios de prueba 

rendidos en el juicio oral.

11º) Que, en relación con las alegaciones particulares formuladas por 

la defensa de  Danilo Leyton Palma, esta Corte constata que la sentencia 

impugnada  contiene  una  exposición  razonada  y  suficiente  de  los 

fundamentos que permiten tener por acreditada tanto su participación en los 

hechos como los presupuestos fácticos de la agravante prevista en el artículo 
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449 bis, y las razones por las cuales no fue posible reconocer a su favor la 

atenuante de colaboración sustancial del artículo 11 Nº 9, ambas normas del 

Código Penal. En consecuencia, se estima satisfecho el deber de motivación 

exigido por el artículo 342 letra c) del Código Procesal Penal.

En  efecto,  respecto  del  reproche  relativo  a  la  supuesta  falta  de 

fundamentación en el rechazo de la atenuante de colaboración sustancial al 

esclarecimiento de los hechos, el  recurrente sostiene que la sentencia no 

expone  de  forma  clara,  lógica  y  completa  los  hechos  probados  que 

justificarían  tal  decisión,  ni  se  hace  cargo  de  los  argumentos  legales, 

doctrinales y jurisprudenciales ofrecidos por la defensa, lo que, a su juicio, 

vulneraría principios lógicos fundamentales y el deber de motivación que rige 

toda sentencia condenatoria.

Sin  embargo,  del  examen de la  sentencia  se  advierte  que,  en  el 

considerando  cuadragésimo  octavo,  el  tribunal  analizó  expresamente  la 

procedencia  de  la  atenuante  respecto  de  los  imputados  García  Garrido, 

Leyton Palma y Parra Santibáñez, rechazándola en relación con cada uno de 

ellos, por cuanto ninguno aportó antecedentes que el Ministerio Público no 

hubiera logrado acreditar previamente mediante otros medios de prueba.

En  efecto,  la  sentencia  se  hace  cargo  de  los  argumentos  de  la 

defensa de Leyton Palma, en cuanto a que su representado reconoció su 

participación y se situó en los hechos, facilitando con ello la labor del tribunal, 

pero expresamente se desestimó dicha alegación debido a que las imágenes 

lo muestran a rostro descubierto, portando armas y amenazando a personas. 

En  definitiva,  el  tribunal  consideró  que  sus  declaraciones  se  limitaron  a 

intentar  minimizar  su  responsabilidad,  afirmando  que  “estaban  todos 

coludidos”, lo cual fue interpretado como una justificación, más que como una 

colaboración  efectiva  para  esclarecer  lo  ocurrido  o  identificar  a  otros 

involucrados.

En  cuanto  al  argumento  de  la  defensa  relativo  a  una  supuesta 

infracción al principio de no contradicción —porque a otros coimputados sí se 

les reconoció la atenuante, siendo que, a su juicio, sus declaraciones fueron 

igualmente  acomodaticias  y  sus  aportes  probatorios  no  difirieron  en  lo 

sustantivo—, este debe desestimarse, por cuanto los aportes de información 

no resultan equiparables.
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En el  caso de Eloy Varas,  el  tribunal  consideró que fue él  quien 

proporcionó información sobre las personas involucradas en la planificación 

del  robo,  concretamente  identificando  a  Katherine  Canales  y  Felipe 

Maldonado,  lo  que  permitió  al  Ministerio  Público determinar  su  grado de 

participación y obtener la condena de ambos en un procedimiento abreviado.

En tanto, respecto de Saldías Lecaros, se estimó que, al admitir su 

presencia en las “ramificaciones del sitio del suceso” —esto es, lugares clave 

vinculados al robo, como el sitio de recambio de vehículos—, el tribunal pudo 

establecer su participación culpable como autor funcional, lo que fue decisivo 

para acreditar su rol dentro del plan concertado.

Es decir, en ambos casos la información aportada fue considerada 

crucial, bien para establecer su propia participación o bien para identificar a 

otros copartícipes y su función específica, lo que constituyó un aporte real a 

la  labor  judicial.  En  consecuencia,  no se verifica  la  infracción alegada al 

principio de no contradicción.

En  conclusión,  el  tribunal  examinó  el  estándar  doctrinal  y 

jurisprudencial aplicable a la atenuante, el  cual exige que la colaboración 

sustancial sea objetiva, significativa y verificable, descartando así que puedan 

configurarla  manifestaciones  defensivas,  parciales,  tardías  o  meramente 

formales.

En tal sentido, la decisión del tribunal se asienta en una base fáctica 

clara —la ausencia de colaboración efectiva— y en una norma jurídica cuya 

exigencia ha sido interpretada de manera uniforme por la jurisprudencia, de 

modo tal  que la conclusión a la  que arriba resulta coherente con ambas 

premisas. Por tanto, se estima cumplido el deber de fundamentación previsto 

en el artículo 342 del Código Procesal Penal, y se descarta infracción a los 

principios lógicos invocados por la defensa.

En  consecuencia,  no  se  advierte  contradicción  entre  los  hechos 

establecidos y su calificación jurídica, ni falta de motivación en la decisión que 

desestimó la referida atenuante.

12º) En relación con el segundo reproche vinculado a la supuesta falta 

de fundamentación de la sentencia —esta vez referido a la aplicación de la 

agravante del  artículo  449  bis  del  Código  Penal—, del  examen del  fallo 

impugnado se desprende que, a diferencia de lo sostenido por la defensa de 
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Leyton Palma, el  tribunal desarrolló una motivación autónoma y suficiente 

respecto de dicha calificación.

Específicamente, el considerando vigésimo se dedica al análisis de la 

referida  agravante,  donde se  exponen,  de  manera  clara  y  detallada,  los 

antecedentes de hecho y las razones jurídicas que justifican su aplicación. La 

sentencia argumenta que la prueba acreditó la existencia de una agrupación 

compuesta por más de dos personas, con una finalidad común claramente 

identificada —la ejecución del robo violento en las instalaciones de Aerosan

—, y un actuar coordinado y funcionalmente organizado entre sus miembros, 

con  asignación  previa  de  roles,  logística  concertada,  medios  materiales 

dispuestos para  el  delito  y  acciones posteriores  destinadas a  facilitar  su 

impunidad.

Asimismo, la sentencia vincula de manera razonada a los acusados 

—entre ellos, Leyton Palma— con dicha estructura, a partir de los hechos que 

tuvo por establecidos, los cuales son descritos y valorados conforme a la 

prueba producida en juicio, con arreglo a los principios de la sana crítica, sin 

que se advierta omisión en los fundamentos que respaldan la  conclusión 

alcanzada.

De  lo  anterior  se  colige  que  el  tribunal  no  incurre  en  falta  de 

motivación, desde que expone los hechos probados, explica su razonamiento 

y articula la decisión con las normas aplicables, no verificándose infracción 

alguna  a  los  principios  lógicos  alegados  por  la  defensa  ni  al  deber  de 

motivación exigido por la ley.

En consecuencia, las alegaciones del recurso fueron expresamente 

consideradas  y  rechazadas  mediante  una  fundamentación  conforme  a 

derecho, lo que justifica su desestimación.

13º) Que, por tanto, no se configura la causal de nulidad del artículo 

374 letra e) del Código Procesal Penal alegada por la defensa de Danilo 

Leyton Palma, por lo que el recurso debe ser desestimado en este extremo.

14°)  Que, en cuanto a las alegaciones particulares de  Ariel Camilo 

García Garrido  —consistentes en que la sentencia adolecería de falta de 

fundamentación racional suficiente al condenarlo por el delito de receptación 

de  placas  patentes  únicas,  pues,  a  su  juicio,  el  tribunal  presumió  el 

conocimiento del  origen ilícito de las especies únicamente por el  uso del 

vehículo en que estas se encontraban, sin aportar elementos probatorios 
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concretos que sustentaran dicha inferencia, lo que vulneraría el principio de 

razón suficiente y lo dispuesto en el artículo 342 letra c) del Código Procesal 

Penal—, tal alegación no puede prosperar.

En efecto,  en los  considerandos décimo tercero,  décimo octavo y 

décimo noveno de la  sentencia,  el  tribunal  establece el  conocimiento del 

origen ilícito y el aprovechamiento de las especies, manifestando que todos 

los sujetos concertados para la comisión del robo con violencia e intimidación 

—incluido Ariel García Garrido— sabían o no podían menos que saber que la 

camioneta  marca  Ford  F-150  y  el  minibús  Hyundai  H1  habían  sido 

previamente sustraídos con el  propósito  de ejecutar  el  delito.  Del  mismo 

modo, se señala que también sabían, o no podían menos que saber, que las 

placas patentes instaladas en esos vehículos habían sido sustraídas con 

anterioridad o momentos antes del hecho. Además, dichos vehículos fueron 

utilizados en forma directa en beneficio de los partícipes, demostrando así 

una  relación  clara  entre  la  posesión  de  los  bienes  ilícitos  y  su 

aprovechamiento.

En  lo  que  respecta  a  la  supuesta  falta  de  fundamentación  de  la 

sentencia respecto del delito de daños, esta alegación tampoco se condice 

con su contenido. En efecto, en el considerando décimo cuarto se declara 

probado que los vehículos utilizados en la ejecución del robo —entre ellos, el 

minibús Hyundai  H1— fueron posteriormente dañados con el  objetivo de 

destruir  evidencia  y  dificultar  la  identificación  de  los  responsables.  En 

particular,  se indica que dicho furgón fue abandonado e incendiado poco 

después del hecho, en calle Las Lomas con Costanera Sur, siendo el fuego 

extinguido por terceros. Esta acción es comprendida por el  tribunal como 

parte de una estrategia concertada de encubrimiento.

Luego, en el  considerando décimo octavo se califica jurídicamente 

dicha conducta como constitutiva del delito de daños previsto en el artículo 

487 del  Código Penal,  ejecutada con dolo  directo,  y  en  el  considerando 

décimo noveno se establece expresamente que Ariel García Garrido —junto 

a otros coimputados— participó como coautor en todos los delitos, incluyendo 

el de daños. Esta atribución se sustenta en la existencia de una concertación 

previa orientada a ejecutar el robo con violencia, la cual exigía la comisión de 

delitos preparatorios y conexos, como la sustracción de vehículos, el uso de 

placas falsas y la posterior destrucción de los medios materiales utilizados.
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En tal  contexto,  la  imputación de  responsabilidad por  el  delito  de 

daños no se construye a partir de una inferencia aislada o genérica, sino que 

surge  como  consecuencia  lógica  de  una  estructura  delictiva  conjunta  y 

planificada,  en  la  cual  el  acusado  asumió  un  rol  activo  y  funcional.  La 

sentencia explica que los medios empleados para ejecutar el  robo fueron 

objeto de acciones deliberadas de ocultamiento como parte del plan común, 

lo que vincula razonadamente a todos los partícipes —incluido el recurrente— 

con la quema y abandono del vehículo.

15°)  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia  contiene una  exposición 

suficientemente  clara  y  coherente  de  los  hechos  que  fundamentan  la 

condena, así como de la valoración de la prueba y del razonamiento lógico-

jurídico que sustenta la atribución de responsabilidad, cumpliendo con las 

exigencias previstas en el artículo 342, letra c), del Código Procesal Penal. 

Por tanto, el recurso deducido por Ariel García Garrido, fundado en la 

causal del artículo 374, letra e), del mismo cuerpo legal, debe ser rechazado.

16º) Que, a su vez, la defensa de Eliazar Esteban Parra Santibáñez 

invoca la causal prevista en el artículo 374,letra e) del Código Procesal Penal, 

alegando que la sentencia incurre en una omisión del requisito establecido en 

el artículo 342 letra c) del mismo cuerpo legal, al no exponer de forma clara, 

lógica y  completa  los  hechos que permiten atribuirle  participación en  los 

delitos por los cuales fue condenado, ni valorar adecuadamente los medios 

de  prueba  rendidos.  Sostiene  que  el  fallo  vulnera  el  principio  de  razón 

suficiente, en tanto asienta conclusiones que no estarían respaldadas en la 

prueba, omitiendo descartar razonadamente hipótesis exculpatorias. Además, 

cuestiona la fiabilidad de tres elementos específicos de prueba: (i) la pericia 

dactiloscópica; (ii) la declaración del testigo reservado Nº 13; y (iii) el análisis 

biométrico del caminar.

Sin  embargo,  dichas afirmaciones se  apartan del  contenido de  la 

sentencia. En primer término, se verifica que el tribunal valoró fundadamente 

la  pericia  dactiloscópica  que  dio  cuenta  de  la  presencia  de  huellas  del 

acusado en documentos hallados al interior del minibús Hyundai H1, utilizado 

directamente en  la  ejecución del  robo.  Se trata  de  una prueba científica 

practicada por peritos de la Policía de Investigaciones, cuyas conclusiones 

fueron  claras,  coincidentes  y  no  fueron  desvirtuadas  por  la  defensa.  El 

tribunal  explicó  que  dichos  documentos,  vinculados  al  ingreso  al  recinto 
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aeroportuario,  fueron  hallados  en  un  vehículo  que  fue  posteriormente 

abandonado e incendiado tras el delito, lo que refuerza la vinculación del 

acusado con los hechos.

En segundo lugar,  la  declaración del  testigo reservado N.°  13 fue 

analizada críticamente en el considerando décimo primero, donde el tribunal 

reconoce que el testigo relativizó su reconocimiento en juicio, pero valoró su 

identificación  inicial  dentro  del  contexto  de  otras  pruebas  concordantes, 

descartando que su retractación total tuviera la capacidad de neutralizar el 

resto de los antecedentes probatorios.

En  tercer  lugar,  respecto  del  análisis  biométrico  del  caminar,  se 

advierte  que  el  tribunal  no  basó  exclusivamente  su  convicción  en  dicho 

informe, sino que lo consideró un elemento técnico complementario, que no 

reemplazó ni  condicionó la  prueba directa  obtenida mediante testimonios, 

imágenes,  pericias  y  comunicaciones  interceptadas.  Esta  valoración  se 

enmarca dentro del principio de libertad probatoria y se ajusta a los criterios 

de la sana crítica.

Adicionalmente, el  fallo descartó de forma implícita y razonada las 

hipótesis  exculpatorias  ofrecidas  por  la  defensa,  al  ponderar  —en  los 

considerandos  décimo octavo  y  décimo noveno— que  el  acusado  actuó 

concertadamente  con  otros  partícipes  en  una  organización  orientada  a 

ejecutar el robo con violencia, y que, para ello, cumplió funciones específicas 

como conductor del furgón DHL, tramitador del ingreso al recinto y partícipe 

en  la  manipulación  de  los  dineros  sustraídos,  conforme a  las  imágenes 

captadas y a testimonios coincidentes. La sentencia también da cuenta de 

interceptaciones telefónicas en las que el  acusado reconoce estar siendo 

buscado por el robo del aeropuerto, da instrucciones para no vincularlo con 

otros partícipes y expresa preocupación por las pruebas en su contra, lo que 

demuestra un conocimiento pleno del hecho y una conducta orientada a su 

ocultamiento.

17º)  Que,  así  las  cosas,  las  conclusiones del  fallo  no  derivan de 

presunciones  arbitrarias  ni  de  omisiones  valorativas,  sino  de  una 

concatenación  lógica  entre  los  hechos  establecidos,  la  prueba  analizada 

conforme a las reglas de la sana crítica y las normas jurídicas aplicables, de 

modo tal que la motivación de la sentencia satisface los estándares exigidos 

por el artículo 342 letra c) del Código Procesal Penal. En consecuencia, no se 
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configura el vicio de nulidad previsto en el artículo 374 letra e), invocado por 

la defensa de Eliazar Parra Santibáñez, debiendo rechazarse el recurso en 

esta parte.

18º)   Que, en cuanto a las alegaciones de la defensa de Katherine 

Pino Fuentes respecto de la causal de nulidad en análisis, estas apuntan a 

que la sentencia no contiene una exposición clara, lógica y completa de los 

hechos que justifican su condena como encubridora del delito de robo con 

violencia e intimidación, ni de la valoración de la prueba rendida en su contra. 

Afirma que el fallo omite describir con precisión las acciones atribuidas a su 

representada, no explica por qué ellas constituyen actos de encubrimiento 

conforme  al  artículo  17  del  Código  Penal,  y  prescinde  de  valorar 

adecuadamente su declaración en juicio y otros antecedentes que —a su 

juicio— demostrarían su inocencia, lo que vulneraría el deber de motivación y 

afectaría el debido proceso.

No obstante, del examen del fallo recurrido se advierte que el tribunal 

expone de  manera  suficientemente  precisa  y  razonada tanto  los  hechos 

probados como la calificación jurídica de los mismos. En los considerandos 

décimo  segundo,  décimo  octavo  y  décimo  noveno,  se  establece  que  la 

acusada mantuvo comunicaciones reiteradas con Eliazar Parra Santibáñez 

luego de cometido el delito, en las que aquel le solicitó expresamente no 

revelar información que lo vinculara con los hechos, y en las que se hace 

alusión directa al robo investigado. Asimismo, el tribunal valoró como indicio 

relevante  que  Pino  Fuentes  recibió  y  administró  parte  de  los  dineros 

provenientes del ilícito, participando en la adquisición de bienes muebles e 

inmuebles en un contexto de ocultamiento del origen de dichos fondos.

Esta conducta,  desarrollada con conocimiento de la  existencia del 

hecho  delictivo  y  de  la  participación  de  Parra  Santibáñez  en  él,  fue 

considerada  jurídicamente  como  constitutiva  de  encubrimiento,  en  los 

términos del artículo 17 del Código Penal, por cuanto favoreció al autor en el 

aprovechamiento de los efectos del delito y colaboró en su ocultación.

La  sentencia  no  omite  la  declaración  de  la  acusada  ni  los 

antecedentes  invocados  por  la  defensa;  por  el  contrario,  los  analiza  en 

conjunto con la prueba objetiva incorporada al juicio, atribuyéndoles un valor 

limitado frente a las interceptaciones telefónicas, los movimientos financieros 

y el contexto general de los hechos. En consecuencia, el razonamiento del 
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tribunal  es  coherente con las  reglas  de  la  sana crítica,  en  tanto articula 

adecuadamente los elementos fácticos, los medios de prueba y las normas 

legales aplicables.

19º) Que,  de lo expuesto esta Corte  comprueba que la  sentencia 

recurrida cumple con el estándar de motivación exigido por el artículo 342 

letra c) del Código Procesal Penal, y no se configura la causal de nulidad del 

artículo 374 letra e) del mismo código, invocada por la defensa de Katherine 

Pino Fuentes, debiendo rechazarse este extremo de su recurso.

IV. De la causal del artículo 373 letra b) del Código Procesal  

Penal.

20º) Que el artículo 373 letra b) del Código Procesal Penal dispone, 

en lo pertinente: “Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de la 

sentencia: (...) b) Cuando, en el pronunciamiento de la sentencia, se hubiere 

hecho  una  errónea  aplicación  del  derecho  que  hubiere  influido 

sustancialmente en lo dispositivo del fallo”.

Se  trata,  por  tanto,  de  una  causal  de  nulidad  circunscrita  a  la 

incorrecta  aplicación  del  derecho  sustantivo,  lo  que  supone,  como 

presupuesto,  la  aceptación de los  hechos en los  términos en que fueron 

establecidos por los sentenciadores. En consecuencia, la labor de esta Corte 

se limita a determinar si tales hechos fueron subsumidos correctamente en 

las  normas  jurídicas  aplicadas,  sin  que  resulte  procedente  revisar  la 

valoración de la prueba ni la forma en que se estableció el contenido fáctico 

del fallo.

21º)  Que los recursos de nulidad interpuestos por las defensas de 

Pedro Joel Saldías Lecaros, Danilo Orlando Leyton Palma, Eloy Rafael Varas 

Sáez, Katherine Paola Pino Fuentes y Ariel Camilo García Garrido se fundan 

en la causal de nulidad prevista en el artículo 373 letra b) del Código Procesal 

Penal, alegando diversas infracciones al derecho sustantivo.

22º) Que, por una parte, las defensas de Pedro Joel Saldías Lecaros, 

Eloy  Rafael  Varas  Sáez  y  Ariel  Camilo  García  Garrido  alegan  errónea 

aplicación del derecho en relación con la agravante prevista en el artículo 449 

bis del Código Penal. Atendido que el tribunal de juicio oral resolvió sobre 

dicha agravante a partir de un mismo sustrato fáctico y jurídico, corresponde 

analizar en forma conjunta los tres recursos en este extremo.

20

Código: CVWBBXSUNXG

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



En lo medular, sostienen que la sentencia incurre en error de derecho 

al calificar los hechos como cometidos en el contexto de una organización 

delictiva,  sin  haberse acreditado los  presupuestos exigidos por  la  norma, 

particularmente la existencia de una estructura jerarquizada, permanente y 

con funciones diferenciadas. Asimismo, en el  caso de García Garrido, se 

alega vulneración al principio de congruencia, por cuanto dicha agravante no 

habría sido expresamente solicitada por el Ministerio Público ni por la parte 

querellante respecto de su persona.

23°) Que  el  artículo  449  bis  del  Código  Penal  dispone:

“Será circunstancia agravante de los delitos contemplados en los Párrafos 1,  

2, 3, 4, 4 bis y 4 ter de este Título, y del descrito en el artículo 456 bis A, el  

hecho de que el imputado haya actuado formando parte de una agrupación u 

organización de dos o más personas destinada a cometer dichos hechos  

punibles, siempre que ésta o aquélla no constituyere una asociación ilícita de  

que trata el Párrafo 10 del Título VI del Libro Segundo.”

En otras palabras,  dicha disposición establece como circunstancia 

agravante la actuación del imputado como integrante de una agrupación u 

organización  de  dos  o  más  personas  destinada  a  cometer  los  delitos 

señalados,  siempre  que  tal  entidad  no  configure  una  asociación  ilícita 

conforme a lo regulado en el Párrafo 10 del Título VI del Libro Segundo del 

mismo cuerpo legal.

24°) Que el delito por el cual los acusados han sido condenados —

robo con violencia— se encuentra expresamente comprendido dentro de los 

delitos regulados en los Párrafos 1° a 4° ter del Título IX del Libro Segundo 

del Código Penal, a los que se refiere el artículo 449 bis, cumpliéndose con 

ello el primer presupuesto objetivo para la aplicación de dicha agravante.

25°)   Que, conforme al tenor de la sentencia recurrida, se tuvo por 

acreditada —mediante una valoración racional de la prueba rendida en juicio

— la existencia de una organización previa y estructurada, integrada por al 

menos cinco personas, quienes concertaron la comisión del delito de robo, 

distribuyéndose  roles  específicos,  planificando  la  logística,  realizando 

reuniones previas, y gestionando la obtención y utilización de vehículos y 

placas patentes sustraídas.  Asimismo, se  acreditó  el  uso  de  vestimentas 

determinadas para facilitar el ingreso al lugar de comisión del delito, así como 

la implementación de mecanismos destinados a la fuga y al ocultamiento tras 
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su ejecución. Esta actuación colectiva da cuenta no solo de una preparación 

anticipada, sino también de una división funcional de tareas orientada al éxito 

del ilícito.

26°) Que los hechos establecidos de forma precisa y razonada por los 

sentenciadores  satisfacen  los  elementos  constitutivos  de  la  hipótesis 

normativa prevista en el  artículo 449 bis del  Código Penal,  toda vez que 

evidencian  la  existencia  de  una  agrupación  compuesta  por  dos  o  más 

personas, con una voluntad común y previamente definida para ejecutar un 

delito  específico,  mediante  una  coordinación  funcional  que  presenta 

estabilidad en el tiempo. En consecuencia, se trata de un supuesto que se 

adecúa a la estructura típica prevista por el  legislador,  lo que autoriza la 

aplicación de dicha agravante, conforme al principio de legalidad y al deber 

de correcta subsunción normativa.

27°) Que, en cuanto a la alegación formulada por la defensa de Ariel 

García Garrido, relativa a la supuesta ausencia de solicitud expresa por parte 

del Ministerio Público respecto de la agravante del artículo 449 bis del Código 

Penal,  esta  debe  ser  rechazada,  por  cuanto  la  acusación  formal  incluyó 

expresamente dicha circunstancia agravante a su respecto en el hecho A, 

conforme se describe en el considerando primero del fallo impugnado, lo que 

descarta cualquier vulneración al principio de congruencia.

28°) Que, así las cosas, no se advierte que la sentencia haya incurrido 

en una errónea aplicación del artículo 449 bis del Código Penal que hubiere 

influido sustancialmente en  lo  resolutivo  del  fallo,  razón por  la  cual  este 

motivo de nulidad será desestimado.

En consecuencia, se rechazan íntegramente los recursos de nulidad 

deducidos por las defensas de Pedro Saldías Lecaros y Ariel García Garrido, 

por cuanto, en el caso del primero, se desestimó la única causal invocada; y, 

respecto del segundo, ya se había rechazado previamente la causal principal 

en el considerando 15° de esta sentencia.

29º) Que, por otra parte, la defensa de Eloy Rafael Varas Sáez alega 

errónea  aplicación  del  derecho  en  relación  con  el  rechazo  de  las 

circunstancias atenuantes previstas en el artículo 11 Nº 9 del Código Penal y 

en el artículo 228 septies del Código Procesal Penal.

Sobre este punto, el fallo —en sus considerandos vigésimo primero a 

vigésimo tercero— analizó de forma expresa y razonada dichas atenuantes, 

22

Código: CVWBBXSUNXG

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



concluyendo que las declaraciones prestadas por el acusado fueron tardías, 

parciales y  de escaso aporte para el  esclarecimiento de los  hechos o la 

identificación de otros partícipes, razón por la cual su exclusión se ajusta a 

derecho. La decisión del tribunal se encuentra debidamente fundada, y el 

recurso no demuestra infracción normativa en su rechazo, sino que expresa 

un desacuerdo con la valoración probatoria efectuada.

En lo referido a la individualización de las penas, la sentencia aplica 

correctamente los criterios del artículo 351 del Código Procesal Penal, en 

concordancia con los artículos 63 a 69 del Código Penal, determinando con 

claridad el marco punitivo de cada delito, las circunstancias modificatorias 

concurrentes y el concurso real de delitos, sin que se advierta infracción a las 

normas sustantivas invocadas.

Por otra parte, las alegaciones destinadas a obtener la absolución por 

los  delitos  de  receptación vinculados al  vehículo  Hyundai  y  a  las  placas 

patentes, la recalificación del delito respecto del vehículo Ford F-150 como 

hurto simple, o la aplicación del artículo 63 del Código Penal en relación con 

los daños, se construyen sobre una versión alternativa de los hechos que 

desconoce lo establecido en la sentencia. Dichos aspectos fueron resueltos 

por el tribunal con base en la prueba rendida y conforme a las reglas de la 

sana crítica, lo que excede el marco propio de la causal del artículo 373 letra 

b), orientada exclusivamente a revisar la aplicación del derecho sobre hechos 

ya asentados.

30º)  Que,  en  consecuencia,  las  alegaciones  de  la  defensa  no 

configuran  una  errónea  aplicación  del  derecho,  sino  una  impugnación 

indirecta  de  la  valoración probatoria  efectuada en  sede de  juicio,  lo  que 

resulta improcedente en el marco del recurso interpuesto. Por tanto, el motivo 

de nulidad invocado debe ser desestimado y, en consecuencia, se rechazará 

el recurso de nulidad deducido por la defensa de Eloy Varas Sáez.

31º)  La defensa de Katherine Pino denuncia errónea aplicación del 

artículo  348 inciso 2º del  Código Procesal Penal y 69 del  Código Penal, 

referente a la contabilización de los abonos del tiempo que estuvo privada de 

libertad al cumplimiento de la condena.

Al  respecto,  cabe  precisar  que  la  sentencia  del  tribunal  a  quo 

consignó  expresamente  que  se  le  descontarían  un  total  de  doscientos 

noventa y cuatro (294) días, distribuidos en un (1) día por la detención del 21 
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de agosto de 2023, ciento setenta y seis (176) días por el arresto domiciliario 

total cumplido entre el 22 de agosto de 2023 y el 13 de febrero de 2024, y 

ciento  diecisiete  (117)  días  por  concepto  de  arresto  domiciliario  parcial 

nocturno, los cuales fueron calculados mediante la división del total de horas 

cumplidas (2.816) por veinticuatro, conforme al criterio seguido por el tribunal. 

Sin embargo, dicha determinación constituye una cuestión accesoria relativa 

a la ejecución de la pena, cuyo debate debe ventilarse por la vía incidental 

ante el  tribunal  de  ejecución competente,  conforme a  lo  dispuesto en  el 

artículo 344 del Código Procesal Penal, y no a través del recurso de nulidad, 

el que se encuentra reservado para el conocimiento de vicios que afecten la 

validez o legalidad sustantiva de la sentencia definitiva.

En  consecuencia,  no  corresponde  emitir  pronunciamiento  en  esta 

sede sobre dicha materia.

32º)  Que,  en  relación  con  la  alegación  de  errónea aplicación  del 

artículo 69 del Código Penal respecto del quantum de la pena impuesta en su 

calidad de encubridora, cabe señalar que el fallo sitúa la pena dentro del 

máximo del grado legalmente aplicable —presidio menor en su grado medio, 

tras la rebaja de dos grados conforme al artículo 52 del Código Penal— en 

atención a la entidad del aprovechamiento que la sentenciada obtuvo con 

motivo  del  delito.  Tal  razonamiento  se  apoya  en  hechos  expresamente 

asentados  por  el  tribunal,  consistentes  en  la  utilización  de  los  dineros 

sustraídos para la compra y remodelación de un inmueble, la construcción de 

una  piscina,  la  realización  de  procedimientos  estéticos  y  el  manejo  de 

cuantiosas sumas de dinero en efectivo, todo lo cual resultaba incongruente 

con su situación económica declarada.

Que,  asimismo, se tuvo por  acreditado que la  acusada actuó con 

pleno conocimiento del origen ilícito de los fondos, circunstancia respaldada 

por  diversas  interceptaciones  telefónicas.  En  tal  contexto,  el  recurso  se 

construye,  en  definitiva,  sobre  una  discrepancia  con  los  hechos  fijados 

soberanamente  por  el  tribunal  de  juicio,  sin  que  se  logre  demostrar  la 

existencia de una infracción a las reglas legales que rigen la determinación de 

la pena.

Que, además, cabe hacer presente que la determinación concreta del 

quantum de la pena dentro del marco legal aplicable constituye una facultad 

valorativa privativa del tribunal de juicio, que no puede ser revisada por esta 
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vía, salvo que se acredite la infracción de una norma legal,  lo que en la 

especie no ha ocurrido.

Que,  en  consecuencia,  la  causal  de  nulidad  en  análisis  será 

desestimada, y de esta forma, el recurso de Katherine Pino Fuentes en su 

totalidad.

V. De la causal del artículo 374 letra f)  del Código Procesal  

Penal.

33º) Que el artículo 374 letra f) del Código Procesal Penal establece 

como causal de nulidad la infracción de lo prescrito en el artículo 341 del 

mismo cuerpo legal, norma que dispone que “la sentencia condenatoria no 

podrá exceder el contenido de la acusación. En consecuencia, no se podrá 

condenar por hechos o circunstancias no contenidos en ella”.

Dicha  causal  se  configura  cuando  el  fallo  vulnera  el  principio  de 

congruencia, esto es, cuando condena al acusado por hechos distintos a los 

contenidos en la  acusación fiscal  —o en su eventual  modificación formal 

durante el juicio oral—, lo que altera sustancialmente el objeto del proceso y 

priva a la defensa de la posibilidad de conocer y rebatir oportunamente los 

cargos formulados, afectando así el derecho al debido proceso.

34º) Que  la  defensa  de  Eliazar  Parra  Santibáñez  alega  que  la 

sentencia  incurre  en  una infracción al  principio de  congruencia,  al  haber 

condenado al acusado por hechos distintos a los contenidos en la acusación 

fiscal,  particularmente  al  situarlo  en  el  furgón  Hyundai  H1,  cuando  la 

acusación lo ubicaba en la camioneta Ford F-150. Tal variación —según el 

recurrente—  habría  modificado  sustancialmente  el  marco  fáctico  de  la 

imputación, impidiendo preparar adecuadamente la defensa.

Sin  embargo,  esta  Corte  estima  que  dicha  alegación  no  puede 

prosperar. En efecto, del examen de la acusación y de los fundamentos del 

fallo impugnado se advierte que el hecho imputado al acusado —esto es, su 

participación como coautor en el delito de robo con violencia cometido contra 

funcionarios de una empresa de transporte de valores, en el contexto de una 

operación ejecutada por un grupo organizado y utilizando diversos vehículos 

para su comisión y huida— no fue sustancialmente alterado por la sentencia. 

La ubicación específica del acusado en uno u otro de los móviles empleados 

por los partícipes constituye un elemento accesorio o circunstancial del relato 
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fáctico, que no modifica el núcleo del hecho punible atribuido ni la forma de 

participación imputada.

Además,  debe considerarse que la  prueba rendida en  juicio  —en 

particular,  el  reconocimiento  inicial  por  el  testigo  reservado  N°  13,  la 

presencia de huellas dactilares en documentación hallada dentro del furgón, y 

el análisis del caminar— fue conocida oportunamente por la defensa, la que 

pudo ejercer su derecho a contradicción respecto de dichos antecedentes. No 

consta que la defensa haya solicitado precisiones o reformulaciones de la 

acusación durante el desarrollo del juicio, ni que se haya visto impedida de 

presentar y desarrollar su teoría del caso. En consecuencia, no se advierte 

que la variación alegada haya producido una afectación concreta y sustancial 

al derecho a defensa.

Este  razonamiento  se  ajusta  al  criterio  sostenido  por  la  Corte 

Suprema, que ha señalado que “la infracción al principio de congruencia solo 

se configura cuando existe una discrepancia sustancial entre los hechos por 

los cuales se acusa y aquellos por los que se condena, siempre que tal 

diferencia incida negativamente en el ejercicio del derecho a defensa” (Rol N° 

17.005-2019, sentencia de 19 de noviembre de 2019).

Por lo tanto, no se configura en la especie una infracción al principio 

de congruencia en los términos exigidos por el artículo 374 letra f) del Código 

Procesal  Penal,  motivo  por  el  cual  la  causal  subsidiaria  invocada  será 

desestimada.

VI. Del recurso del querellante particular Brink´s Chile SpA.

35º) Que la parte querellante, en representación de Brink’s Chile SpA, 

interpone recurso de nulidad parcial en contra de la sentencia que absuelve a 

los acusados Héctor Joel Saldías Troncoso y Luis Eduardo Ahumada Muñoz, 

fundado en la causal de nulidad absoluta del artículo 374 letra e) del Código 

Procesal Penal. El recurso sostiene, en lo sustancial, que el fallo impugnado 

incurre en dos vicios distintos: por una parte, una errónea interpretación del 

derecho, conforme al artículo 342 letra b); y, por otra, una valoración de la 

prueba contraria a las reglas de la sana crítica racional, de acuerdo con lo 

dispuesto en los artículos 342 letra c) y 297 del mismo cuerpo legal.

Ambas  alegaciones  son  formuladas  de  manera  conjunta,  sin 

establecer  entre  ellas  una  relación  de  subsidiariedad  ni  distinguirlas 

claramente  en  su  desarrollo  argumentativo.  Por  el  contrario,  el  recurso 
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articula sus fundamentos de forma imprecisa, sin delimitar conceptualmente 

la  naturaleza  y  el  alcance  de  los  errores  que  se  atribuyen  al  fallo,  ni 

estructurar una exposición diferenciada que permita a esta Corte analizar por 

separado la configuración de cada uno de los vicios invocados.

Si bien resulta jurídicamente posible estructurar un recurso de nulidad 

fundado en más de una infracción bajo una misma causal,  ello exige del 

recurrente una exposición diferenciada, clara y suficientemente desarrollada 

de cada uno de los errores atribuidos al tribunal de juicio. En el presente 

caso, dicha exigencia no ha sido cumplida. El escrito de nulidad presenta 

alegaciones  entrelazadas,  sin  distinguir  adecuadamente  las  premisas 

normativas de las fácticas, ni articular una argumentación que permita a esta 

Corte identificar los supuestos vicios de manera autónoma y verificable.

36º)  Que, en lo relativo al error de derecho invocado, el recurso se 

limita a afirmar que el tribunal habría interpretado erróneamente el derecho 

aplicable al caso, sin especificar con claridad qué disposición legal habría 

sido incorrectamente aplicada, en qué consistiría el yerro ni cuál sería, a juicio 

del recurrente, la interpretación correcta que debió prevalecer.

Tal omisión impide a esta Corte ejercer un control efectivo sobre la 

existencia del vicio denunciado, toda vez que no se satisface la carga mínima 

de fundamentación exigida en los artículos 373 y 378 del Código Procesal 

Penal.

37º)  Que,  sin  perjuicio  de  lo  anterior,  respecto  de  la  supuesta 

infracción a  las  reglas de  la  sana crítica,  referente a  una omisión en  la 

valoración  de  evidencia  de  cargo  relevante  y  una  decisión  adoptada  sin 

respetar el principio de razón suficiente, el recurso no identifica de manera 

concreta  qué  medio probatorio  habría  sido  indebidamente desestimado o 

excluido,  ni  precisa  qué  regla  de  la  lógica,  de  la  experiencia  o  del 

conocimiento  científicamente  afianzado  habría  sido  vulnerada  en  el 

razonamiento del fallo.

La  sola  afirmación  de  que  el  tribunal  omitió  valorar  determinada 

prueba, sin desarrollar cómo dicha omisión afecta el estándar de justificación 

racional exigido por el artículo 297 del Código Procesal Penal, no constituye 

por sí sola una infracción con la entidad suficiente para configurar la causal 

de nulidad invocada.
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38º) Que,  a  lo  anterior,  se  suma  una  deficiente  estructura 

argumentativa  general  del  recurso,  en  la  que  se  confunden  los  planos 

normativos y  probatorios,  omitiéndose la  articulación de  un  razonamiento 

jurídico  que  pueda  ser  reconstruido  conforme  a  esquemas  lógicos 

reconocibles.

En consecuencia, el recurso carece de los elementos mínimos que 

permitan  a  este  tribunal  verificar  la  existencia  de  un  vicio  que  afecte 

sustancialmente la validez de la sentencia impugnada, motivo por el cual el 

recurso  deducido  por  la  parte  querellante  Brink’s  Chile  SpA  será 

desestimado.

Por las consideraciones anteriores, más lo previsto en los artículos 

372, 378 y 384 del Código Procesal Penal, se decide que se rechazan los 

recursos de nulidad deducidos por la defensa Pedro Saldías Lecaros, Danilo 

Leyton  Palma,  Eloy  Varas  Sáez,  Katherine  Pino  Fuentes,  Ariel  García 

Garrido, Eliazar Parra Santibáñez y del querellante particular  Brinks Chile 

SpA., en contra de la sentencia de quince de mayo del año dos mil veinte 

cinco, dictada en la causa RIT Nº O-132-2025, RUC 2300909601-9, por el 

Primer  Tribunal  de  Juicio  Oral  en  lo  Penal  de  Santiago,  la  que,  en 

consecuencia, no es nula.

Regístrese y comuníquese.

Redacción de la abogada integrante Magaly Correa Farías.

Penal Nº 2.490-2025.

Pronunciada por la Octava Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de 

Santiago, presidida por el ministro señor Alejandro Rivera Muñoz e integrada, 

por la ministra señora Sandra Araya Naranjo y la Abogada Integrante señora 

Magaly Correa Farías.
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Pronunciado por la Octava Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Alejandro

Rivera M., Sandra Lorena Araya N. y Abogada Integrante Magaly Carolina Correa F. Santiago,

veintidos de julio de dos mil veinticinco.

En Santiago, a veintidos de julio de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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